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3. Actuaciones de la Defensoría

3.1.2.5.5 Ayudas económicas familiares

Una interpretación rigurosa de la normativa de procedimiento 
administrativo común, unida a la regulación del concreto procedimiento 
para la concesión de la ayuda económica, provoca en ocasiones 
situaciones injustas en las que nos vemos obligados a intervenir. Así 
en julio de 2021 culminó la tramitación de la queja 20/1032 que incoamos 
tras dirigirse a nosotros una persona disconforme con la gestión del 
expediente administrativo mediante el que se dio respuesta a su solicitud de 
ayuda económica por el nacimiento por parto múltiple de sus 2 hijos. 
La interesada señalaba que presentó su solicitud en enero de 2018, y que no 
fue hasta agosto de 2019 cuando le fue notificado el reconocimiento de una 
sola de las tres anualidades a las que tendría derecho (2018), todo ello con 
el argumento de que no había aportado documentación que le fue requerida 
en marzo de 2019, por lo que quedó extinguido el derecho a percibir las dos 
siguientes anualidades (2019 y 2020).

En virtud de cuanto antecede efectuamos un Recordatorio de los Deberes 
Legales que habían sido incumplidos al dar trámite a este procedimiento 
administrativo, pues consideramos no ajustada a derecho y desproporcionada 
la extinción del derecho a la percepción de las dos anualidades siguientes de 
la ayuda por parto múltiple (2019 y 2020), puesto que la persona interesada 
siguió reuniendo los requisitos para ello, no resultando procedente que el 
motivo por el que se declaró extinguido el derecho fuese por no aportar 
una documentación a la que podía acceder directamente la Administración 
gestora del expediente recabando la colaboración de la Agencia Tributaria; 
a lo cual se une que no se utilizaron otros cauces de avisos (teléfono, correo 
electrónico) de que disponía esa Administración y que hubieran evitado la 
notificación formal del requerimiento mediante su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado, tratándose de un medio de comunicación al que no acude 
de forma ordinaria la ciudadanía y que, aunque sirve de recurso último de 
notificación en garantía de seguridad jurídica, lo cierto es que su efectividad 
notificadora para el ciudadano no avezado en cuestiones jurídicas ha de ser 
puesta en entredicho.

Y para encontrar una solución al problema recomendamos que se iniciase 
un procedimiento de revisión de oficio de la resolución extintiva de las 
anualidades de ayuda por parto múltiple correspondientes a los ejercicios 
2019 y 2020, y que en su virtud se procediera a su reconocimiento y abono 

https://defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-que-se-revise-por-que-solo-le-pagan-uno-de-los-tres-anos-de-ayuda-por-parto-multiple
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si ello resultase procedente tras recabar de la Agencia Tributaria o de la 
persona interesada la documentación que fuese necesaria.

Dicho procedimiento de revisión de oficio no resultó necesario pues la 
Delegación Territorial nos respondió que “Desde una lectura más pausada, 
revisadas las actuaciones administrativas, se han observado errores y omisiones 
en la tramitación, como la unión tardía al expediente de documentación 
presentada por la interesada, que han podido causar indefensión a la misma, 
por lo que, a tenor del principio “in dubio pro administrado” se ha elevado a la 
Intervención Provincial propuesta de revocación de la resolución dictada en su 
día y de concesión de la ayuda económica completa, estando a la espera de su 
admisión.”

Así pues, al considerar aceptados por la 
Delegación Territorial los argumentos expuestos 
en nuestra resolución, dimos por concluida 
nuestra intervención en dicho expediente.

Hemos de destacar también nuestras actuaciones 
en la queja 20/2008 que nos presentó una persona 
a la que le fue denegada una ayuda económica por 
parto múltiple. Nos decía que cuando acudió a la 
Delegación Territorial para presentar su solicitud 
le informaron que debía estar firmada por ambos 
progenitores, padre y madre. Como quiera que 
en esos momentos se encontraban en proceso 
de divorcio y sin posibilidad de relación alguna 

entre ambos, expuso a la persona que la atendió que no le resultaba posible 
recabar la firma del padre. La solución que le dieron fue que esperara a que 
obtuviera la sentencia de divorcio y que una vez dispusiera de ella volviera a 
la oficina para presentar la solicitud.

Una vez materializado el divorcio, la interesada acudió a la misma oficina 
para presentar su solicitud, siendo así que la ayuda económica le fue 
denegada porque ya había transcurrido el plazo de un año previsto en la 
Orden reguladora de dicha prestación económica.

Argumentaba la interesada que como consecuencia de la información 
errónea que le proporcionaron se vio perjudicada en su derecho a obtener 
la citada ayuda y es por ello que solicitó la intervención de esta Institución.

Una deficiente 
información 
por la oficina 
administrativa 
puede provocar 
la pérdida 
del derecho a 
determinada 
ayuda económica

https://defensordelmenordeandalucia.es/que-se-dicten-normas-claras-para-informar-mejor-de-las-ayudas-por-parto-multiple
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Tras analizar los hechos y si nos conformáramos con un análisis meramente 
formal de lo sucedido nos encontraríamos ante un supuesto en que la 
persona interesada no presenta su solicitud en el plazo establecido, siendo 
este plazo preclusivo, lo cual provoca el efecto de la pérdida del derecho 
al reconocimiento de la prestación económica establecida en la normativa. 
Desde este prisma la conclusión sería que el proceder de la Delegación 
Territorial era correcto, sin que existiera irregularidad en la resolución 
denegatoria de la ayuda.

Pero en este de lo que se quejaba la interesada era de que su actuación 
-no presentación en plazo de la solicitud de ayuda económica- estuvo 
directamente condicionada por la información que le proporcionaron en la 
oficina administrativa a la que acudió para presentarla. 

A este respecto hemos de estar a lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, cuyo artículo 54 prevé que el concreto procedimiento administrativo 
pueda iniciarse a solicitud de la persona interesada, siendo así que para 
el supuesto de que dicha solicitud adoleciera de algún defecto la unidad 
administrativa competente habría de cumplir con lo establecido en el artículo 
68, según el cual tendría que requerir a la persona interesada para que, 
en un plazo de 10 días, subsanase la falta o acompañase los documentos 
preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendría por 
desistida de su petición, previa resolución dictada en los términos previstos 
en el artículo 21 de la misma Ley 39/2015.

Así pues, para dar cumplimiento a dicho precepto legal y ante el carácter 
preclusivo de los plazos para la presentación de la solicitud de ayuda 
económica por parto múltiple, apreciamos que la actuación correcta hubiera 
consistido en registrar la solicitud de la interesada para que fuese evaluada 
por el órgano encargado de su tramitación, que tendría que incoar a 
continuación el procedimiento administrativo para su resolución o requerir 
fehacientemente su subsanación por considerar que aquella no reuniese los 
requisitos exigidos en la normativa de general o especial aplicación.

Pero, al parecer, no fue éste el modo de proceder de la unidad administrativa 
que recepcionó la solicitud. En vez de registrarla para darle el trámite 
correspondiente lo que se hizo es informar a la interesada que su solicitud no 
podía tramitarse porque carecía del requisito indispensable de la firma del 
padre de las recién nacidas junto con la suya, disuadiéndola de este modo de 
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presentarla. Esta información, a nuestro juicio errónea, provocó los efectos 
indeseados que venimos analizando, pues además de no tener la interesada 
modo de acreditar fehacientemente que compareció en determinada fecha 
para presentar su solicitud, con el resultado descrito, este hecho impidió que 
se paralizara el plazo de prescripción del derecho a solicitar la prestación, no 
pudiendo beneficiarse de ella cuando la presentó ya fuera de plazo, a pesar 
de que esta actuación la realizara en congruencia con la información que le 
aportaron.

A lo expuesto hemos de añadir que, en cuanto al fondo del asunto, tampoco 
podemos considerar correcta la información aportada en relación al 
requisito inexcusable de firma conjunta de la solicitud por padre y madre, 
toda vez que el reglamento regulador de la prestación económica (Orden 
de la Consejería de Asuntos Sociales, 6 de mayo de 2002, por la que se 
regulan ayudas económicas por menores y partos múltiples) ha de ser 
interpretado tal como previene el artículo 3.1 del Código Civil, de acuerdo 
con la realidad social del tiempo en que las normas han de ser aplicadas, 
atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas, lo cual nos 
ha de llevar de modo inexcusable a considerar la evolución experimentada en 
la Institución familiar, que ha determinado modificaciones en la legislación 
civil sobre el régimen de guarda y custodia de los menores en supuestos de 
ruptura de relación entre sus progenitores.

Es por ello que aunque, efectivamente, la ayuda económica por parto 
múltiple a priori se contempla para la familia, beneficiando por igual a ambos 
progenitores (el artículo 2 de la Orden establece que serán beneficiarios de 
las ayudas quienes ostenten la guarda de los menores como titulares de 
la patria potestad o de un acogimiento permanente o preadoptivo) no se 
puede obviar que el derecho a la prestación persiste en el supuesto de una 
ruptura de relación entre ambos, sea esta ruptura de hecho o de derecho, 
correspondiendo al órgano administrativo dar trámite a la solicitud conforme 
a la situación legal en que en esos momentos se encuentre la relación entre 
ambos, dándoles oportunidad de alegar lo que a su derecho convenga, y 
resolviendo en consecuencia, pero sin que en modo alguno la ruptura de la 
relación entre progenitores haya de ser obstáculo para la tramitación de la 
solicitud de la prestación económica.

Sea como fuere, la aplicación rigurosa de la normativa de procedimiento 
administrativo y la específica reguladora de la prestación económica hace 
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que debamos considerar correcta la resolución desestimatoria de la solicitud 
de prestación económica por estar presentada fuera de plazo. Y por este 
motivo, para subsanar el daño sufrido no queda otra posibilidad que acudir 
a la vía de responsabilidad patrimonial de la Administración, para lo cual 
habría de presentar la interesada una solicitud por el cauce establecido en 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común; y 
en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Es por ello que con independencia de la indemnización que pudiera solicitar 
la interesada y con la finalidad de evitar que supuestos similares se pudieran 
producir en el futuro, formulamos la Recomendación de que se dicten 
instrucciones a los órganos administrativos dependientes de la Delegación 
Territorial para que las unidades administrativas receptoras de solicitudes de 
prestaciones económicas realicen un cumplimiento estricto de lo establecido 
en el artículo 68 de la Ley de Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, sin disuadir a las personas interesadas de 
la presentación de sus solicitudes, cuyo contenido y posible necesidad 
de subsanación habrá de ser valorado por las unidades administrativas 
encargadas de su tramitación.

La respuesta de la Delegación Territorial fue en sentido favorable a nuestra 
resolución, precisando que la unidad del Registro de la Delegación Territorial 
de Salud y Familias de Cádiz tenía instrucciones para recepcionar todas 
las solicitudes y documentación que quieran aportar los ciudadanos en los 
procedimientos administrativos que se encuentren en trámite, ya que será 
posteriormente la correspondiente unidad tramitadora la que se encargará 
de requerir en caso de que faltase documentación o de desestimar en caso 
de no cumplir los requisitos necesarios en el procedimiento.

Por último, también hemos de hacer alusión a las quejas tramitadas en relación 
con demoras en el reconocimiento y pago de pensiones de orfandad y de 
la prestación por hijo a cargo que, al afectar a una Administración de ámbito 
estatal, cono es la de la Seguridad Social, fueron remitidas al Defensor del 
Pueblo de las Cortes Generales para su tramitación, sin perjuicio de informar 
y orientar a los interesados sobre el asunto planteado en los casos en que 
procedía.
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